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INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1916 DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, A CARGO DE LA 

DIPUTADA MARÍA CLEMENTE GARCÍA MORENO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La suscrita, diputada María Clemente García Moreno, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, en la LXV 

Legislatura del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en los artículos 71, fracción 

II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta asamblea una iniciativa con proyecto de decreto por el 

que se reforma el artículo 1916 del Código Civil Federal, de conformidad con la siguiente 

Exposición de motivos 

Antecedentes 

En México, las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) representan 0.06 por ciento de 

la población. Este grupo social enfrenta una situación de discriminación estructural derivada de su estado de salud, 

caracterizada por la vulneración o negación sistemática de diversos derechos. Dicha negación responde a la 

presencia de estereotipos y prejuicios sobre el VIH o sobre el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (Sida).1 

Las personas que viven con VIH o con sida son sujetas a diversos prejuicios. De acuerdo con la Encuesta Nacional 

sobre Discriminación 2017, un tercio de la población (36 por ciento) cree que convivir con personas con VIH o 

sida “siempre es un riesgo”, y una misma proporción no estaría dispuesta a rentar una habitación de su hogar a 

alguien que viva con VIH o sida.2 

Entre 2012 y junio de 2018, Conapred analizó un total de 301 casos de presuntos actos de discriminación hacia 

personas que viven con VIH. Del total, 65 por ciento consiste en quejas contra particulares, y el resto contra 

personas servidoras públicas. En uno de cada seis casos, los actos de discriminación se vincularon también con la 

orientación sexual. En su mayoría, las personas que viven con VIH fueron discriminadas en el trabajo (41 por 

ciento de los casos) y en el ámbito de la salud (31 por ciento). Principalmente, se vulneró su derecho al trato digno 

(64 por ciento de los casos), al empleo (36 por ciento) y a la salud (29 por ciento). 

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas, a nivel mundial existe un alto índice de discriminación 

laboral para personas que viven con VIH. Citando a un estudio sobre el acceso al empleo a personas con VIH, “los 

jóvenes que viven con el VIH registran una tasa de desempleo mucho más alta, desde el 11 por ciento en Corea del 

Sur al 61 por ciento en Grecia, con algunos países que registran una tasa igual o superior al 50 por ciento: Timor 

Leste (50 por ciento), las islas Fiji (56 por ciento), Honduras (60 por ciento) y Grecia (61 por ciento)”.3 

Asimismo, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha destacado que en el periodo de 2005 a 2015 se 

registró un aumento de personas que viven con VIH y que a su vez son parte de la población económicamente 

activa, igualmente “El número de trabajadores con incapacidad laboral total o parcial por VIH se ha reducido 

notablemente desde 2005, y se prevé que esta tendencia se mantenga, tal y como muestran las figuras S-4 y S-5. El 

número total de personas que, según las estimaciones, presentan una incapacidad laboral total disminuirá, pasando 

a unas 40 mil en 2020, frente a los aproximadamente 350 mil en 2005, es decir, una disminución de un 85 por 

ciento para los hombres y un 93 por ciento para las mujeres”.4 

En ese sentido, de acuerdo con ONU Sida, el estigma en relación con el VIH abarca diferentes experiencias 

estigmatizadoras, como las conductas evasivas, el chismorreo, el abuso verbal y el rechazo social. La 

discriminación puede incluir los anteriores comportamientos estigmatizadores si estos repercuten en el ejercicio de 

los derechos, así como el abuso físico, la negación de servicios sociales o sanitarios, la negación o pérdida de 
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oportunidades de empleo o educación, e incluso la detención. Asimismo, puede ser patente en la legislación penal, 

las restricciones de viaje, las pruebas de detección obligatorias y las restricciones al empleo.5 

Por lo tanto, la discriminación en relación con el VIH (y el estigma, si desencadena una violación de los derechos) 

es una cuestión de derechos humanos. Las personas tienen derecho a estar protegidas contra la discriminación y a 

una vida digna sin actitudes estigmatizadoras que obstaculicen el ejercicio del resto de sus derechos, incluidos el 

derecho a la educación, la asistencia sanitaria, el empleo, el acceso a la justicia, la intimidad, la familia y la 

autonomía corporal, entre otros.6 

El análisis del índice de estigma reveló que la discriminación en relación con el VIH causaba o contribuía a la 

pérdida del empleo en más del 50 por ciento de los casos, en 7 de los 11 países con datos. 

Las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales (LGBTI) registraron una incidencia 

considerablemente mayor de violencia en el lugar de trabajo en comparación con las personas no pertenecientes al 

colectivo LGBTI, y experimentaron discriminación frecuente en la educación y el empleo. 

Derivado de esta problemática y con el interés de construir una iniciativa que abonara a la compensación integral 

para las víctimas de discriminación en México convocamos el pasado 3 de febrero del presente al Foro virtual 

“Hacia una reparación para las víctimas de discriminación”, que contó con la participación de expertos y expertas 

en materia de discriminación así como en políticas de inclusión laboral. 

El foro contó con la participación de la diputada Aleida Alavez Ruiz, vicecoordinadora del Grupo Parlamentario de 

Morena, quien comentó lo siguiente: 

“Es necesario analizar qué tipo de medidas transformadoras y de fondo deberían de incluirse en el conjunto de 

acciones de reparación de daño a víctimas de discriminación que involucren medidas para cambiar las 

costumbres y prácticas sociales que facilitan la discriminación. Afirmó que la mayoría de los actos de 

discriminación se sustentan en una falsa cultura, falsa idea de superioridad o mayor valía de una persona sobre 

otra, por lo que hay que reconocer que esas creencias se encuentran enraizadas en costumbres, ideas 

preconcebidas, estereotipos, prejuicios y construcciones sociales que fomentan o toleran esa idea de desigualdad 

justificada, la cual se debe de cambiar para evitar que la discriminación siga siendo una enfermedad social”.7 

También durante el acto inaugural estuvo presente el presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 

México, Rafael Guerra Álvarez quien en su intervención destacó: 

“Es fundamental desplegar autoridades que prevengan y eviten actos de discriminatorios antes de su ejecución, a 

fin de generar la cultura de respeto a los derechos humanos, en condiciones de igualdad entre las autoridades y 

los particulares. 

De ahí la importancia de desarrollar entre otras medidas el derecho a la reparación integral a favor de las 

personas víctimas de discriminación conforme a los estándares internacionales”.8 

En el marco del mismo evento, Armando Uri compartió su testimonio como víctima de discriminación y relató que 

en 2017 aplicó a una vacante ofertada por la aerolínea Volaris para sobrecargo de aviación, del cual acreditó cinco 

filtros que la empresa imponía para poder tener acceso al empleo. 

Sin embargo, afirmó que lejos de dar por hecho que su capacidad era idónea para poder desempeñar las funciones, 

fue juzgado por ser seropositivo, al ser obligado a realizarse un estudio de sangre de detección del VIH (virus de la 

inmunodeficiencia humana). 
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Por lo anterior, interpuso una demanda de daño moral en el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 

y el juez de origen dictó una medida para que las empresas inscribieran la demanda como un evento relevante ante 

la Bolsa Mexicana de Valores y la Bolsa Institucional de Valores, por considerar que el acto del cual había sido 

participe de discriminación era muy grave. Hasta el momento, la empresa ha interpuesto varios amparos para evitar 

que la demanda prospere.9 

Del mismo modo, en su intervención en el panel denominado “Mecanismos jurisdiccionales y no jurisdiccionales 

frente a la discriminación”, César Flores Mancilla, profesor de derechos humanos de la Universidad Nacional 

Autónoma de México (UNAM), destacó que el procedimiento de quejas de Conapred puede también considerar a 

la compensación económica como un mecanismo de reparación del daño frente a actos de discriminación, que 

definitivamente no se deben tolerar. 

Sin embargo, insistió en que aún se deben afinar los mecanismos, hacerlos más efectivos, ya que las resoluciones 

de Conapred, al ser de cumplimiento obligatorio, son revisables e impugnables por la vía administrativa, a través 

de la nulidad y por la vía judicial, así como por medio de juicios de amparo, lo cual “hace que en ocasiones estos 

procedimientos pierdan más tiempo de lo que como sociedad necesitaríamos”.10 

Es decir, tomando en cuenta lo expresado por los expertos en el foro se estima necesario generar una reforma para 

que la discriminación pueda ser tomada en cuenta como parte de un daño moral. 

Fundamentos legales 

En México, en el artículo 1o. de la Constitución Política Mexicana marca los parámetros de igualdad y de no 

discriminación, entre otras razones en la salud de las personas; regla constitucional cuya estructura sintética y 

específica deja al legislador un margen muy estrecho de apreciación al momento de prever diferenciaciones en las 

leyes que le corresponde emitir a esos efectos. 

Por lo anterior, en nuestro país existe un marco jurídico para definir lo que se considera como discriminación, 

particularmente en el caso de condiciones de salud las fracciones XXXI y XXXII del artículo 9o. de la Ley Federal 

para prevenir y erradicar la Discriminación indican que: 

Artículo 9o . Con base en lo establecido en el artículo primero constitucional y el artículo 1, párrafo segundo, 

fracción III de esta ley se consideran como discriminación, entre otras: 

[...] 

XXXI. Difundir sin consentimiento de la persona agraviada información sobre su condición de salud 

XXXII. Estigmatizar y negar derechos a personas con VIH/sida.11 

En esa misma perspectiva, en la sentencia del amparo indirecto 23/2018 analizado por la segunda sala de la 

Suprema Corte de Justicia, se determinó que “es discriminatorio que el Instituto Mexicano del Seguro Social 

establezca la aplicación de exámenes de VIH/sida como requisito para la contratación del personal médico”. Para 

pronta referencia se cita la reseña argumentativa del pleno y de salas del referido amparo: 

“Para la resolución del asunto, la Segunda Sala dividió el estudio correspondiente en los siguientes apartados: 1. 

Análisis de los artículos 17, fracción II, y 83 de la Ley Federal para prevenir y eliminar la Discriminación. El IMSS 

señaló que los artículos 17, fracción II, y 83 de la Ley Federal para prevenir y eliminar la Discriminación resultan 

contrarios al principio de legalidad, ya que otorgan al Conapred la posibilidad de ordenar que una autoridad 
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administrativa desatienda su propia normatividad, y, con base en ello, otorgar derechos a quienes la ley no se los 

contempla. 

En torno a tal argumento, la Segunda Sala consideró que ni de la resolución impugnada en el juicio de origen ni en 

la sentencia reclamada se advertía que el Conapred estableciera que el IMSS debiera “inaplicar” o “inobservar” la 

normativa que rige su actuación, ya que lo que consideró el Conapred fue que no existe disposición normativa 

alguna que prevea la obligación de realizar exámenes médicos de VIH, como requisito para la contratación del 

personal médico, y que en cambio, sí existe normativa de aplicación obligatoria –NOM-010-SSA2-2010– que 

prohíbe llevarlos a cabo, la cual debió ser acatada por el IMSS al momento de desarrollar sus procesos de 

contratación médica. 

Asimismo, la Sala hizo notar que el Conapred sostuvo que el documento denominado “Procedimiento para los 

servicios de prevención y promoción de la salud para trabajadores del IMSS y exámenes de aptitud médico-laboral 

para aspirantes a ingresar al Instituto Mexicano del Seguro Social” -en el cual el IMSS pretendió sustentar la 

necesidad de realizar exámenes de VIH a quienes deseen prestar sus servicios en tal institución-, debió 

interpretarse a luz de dicha norma oficial mexicana, en el sentido que resultara más favorable a la persona, esto es, 

que la realización de exámenes de VIH/sida como requisito de contratación está prohibida, pues su aplicación sólo 

debe permitirse a fin de evitar el posible contagio a los trabajadores o evitar que posteriormente el trabajador 

reclame como riesgo de trabajo una enfermedad que contrajo antes de la relación laboral. 

En ese sentido, se concluyó que el argumento del IMSS era inoperante, dado que los artículos 17, fracción II, y 83 

de la Ley Federal para prevenir y eliminar la Discriminación no fueron aplicados en perjuicio del IMSS, en el 

sentido de obligarlo a inobservar su normativa interna, en tanto que el Conapred únicamente llevó a cabo un 

ejercicio interpretativo que no puede traducirse en una obligación como la reclamada. 

2. Regularidad constitucional de los artículos 6.3.2, 6.3.3 y 6.3.4 de la Norma Oficial Mexicana NOM-010-

SSA2-2010. 

El IMSS refirió que los artículos 6.3.2, 6.3.3 y 6.3.4 de la Norma Oficial Mexicana NOM-010-SSA2-2010,2 que 

establecen la prohibición para solicitar pruebas de detección de VIH/sida como requisito para obtener empleo, son 

violatorios de los derechos humanos a la salud y a la seguridad social, al no considerar que, mediante la realización 

de exámenes de detección de VIH a los aspirantes que deseen ingresar a laborar como personal médico, el IMSS 

busca cumplir con su obligación de salvaguardar el derecho a la seguridad social de sus derechohabientes, quienes 

deben gozar de un servicio adecuado y eficaz en aras de su derecho humano a la salud. 

A fin de atender el planteamiento anterior, la Segunda Sala consideró conveniente tomar en cuenta no sólo los 

preceptos señalados, sino también lo relativo a su introducción, objetivo y campo de aplicación, medidas de 

prevención y medidas de control. 

Una vez que fueron analizados tales aspectos, se precisó que la citada norma oficial mexicana, particularmente sus 

numerales 5 y 6 -relativos a las medidas de prevención y medidas de control, respectivamente-, pueden 

interpretarse de tal manera que permitan, por una parte, impedir que las personas con VIH sean discriminadas en la 

profesión médica y, por otra, que esa condición de seropositividad del personal médico no genere afectaciones 

indebidas al derecho humano a la salud y a la seguridad social. 

Así, con motivo de la interpretación efectuada en dichos términos, la Segunda Sala concluyó que, conforme a la 

norma oficial mexicana en cuestión, las instituciones de salud pueden practicar a su personal exámenes de 

VIH/sida, siempre y cuando se rijan bajo los siguientes criterios: 
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Los exámenes de VIH/sida no podrán ser realizados, ni requeridos por la institución de salud como requisito para 

la contratación; 

• Los exámenes de VIH/sida y la detección de tal enfermedad, deben tener como estricta finalidad que las 

instituciones de salud puedan llevar a cabo las medidas específicas de seguridad que tiendan a evitar que la 

condición de virus de inmunodeficiencia humana del trabajador depare un riesgo a la salud de los pacientes o del 

personal médico; 

• Los exámenes de VIH/sida y la detección de dicha condición en el personal médico no puede tener como 

consecuencia la rescisión laboral, ni puede utilizarse para fines ajenos a los de protección de la salud de los 

pacientes y los trabajadores; 

• La aplicación de exámenes de VIH/sida al personal de salud no puede resultar indiscriminado, ya que sólo 

deberá realizarse para aquellas especialidades, áreas médicas o actividades en las cuales, efectivamente, exista 

un riesgo razonable y objetivo de infección al personal o a los pacientes, conforme a las características 

inherentes al trabajo médico, y de forma general, no individualizada; y 

• Los resultados del examen de VIH/sida se deben regir por los criterios de consentimiento informado y 

confidencialidad, lo que implica que, por regla general, la condición de VIH/sida únicamente podrá ser del 

conocimiento de las personas y trabajadores que, estrictamente, sean responsables o corresponsables de la 

implementación de las medidas necesarias para la protección de la salud del personal médico y los pacientes. 

Expuesto lo anterior, la Sala estableció que los preceptos 6.3.2, 6.3.3 y 6.3.4 de la aludida norma oficial mexicana 

no resultan inconstitucionales, ya que persiguen un fin constitucionalmente legítimo, en tanto buscan evitar que las 

instituciones de salud incurran en actos discriminatorios respecto a las personas y trabajadores que cuentan con la 

condición de VIH/sida; son conducentes, necesarias e idóneas para lograr la finalidad que se persigue, esto es, que 

las personas y personal de salud con VIH/sida no sean discriminados por parte de las instituciones a las que prestan 

o pretenden prestar sus servicios, atendiendo a su condición de seropositividad; y, finalmente, resultan 

proporcionales, ya que no afectan desmedida e injustificadamente otros principios o bienes constitucionales, como 

lo son los derechos humanos a la salud y a la seguridad social. 

Con base en lo anterior, se determinó que los artículos impugnados no vulneran el derecho a la salud ni a la 

seguridad social. 

De igual manera, la Segunda Sala puntualizó que está constitucionalmente justificada la realización de exámenes 

de VIH, una vez que la persona haya sido contratada, mas no que dicha valoración sea un requisito para acceder al 

empleo médico. 

Lo anterior, ya que la realización del examen de VIH como requisito para la contratación vulnera el principio de 

igualdad, dado que implica la posibilidad de negar el empleo a la persona simplemente por su condición de salud, 

en contravención a lo establecido en el artículo 1o. constitucional; no resulta necesaria para proteger la salud de 

terceros, ya que los aspirantes, al no formar en ese momento parte de la institución de salud, no deparan riesgo 

alguno para los trabajadores y pacientes; la protección al derecho a la salud se cumple con la posibilidad de realizar 

el examen de VIH/sida a quienes ya se encuentran laborando; y de permitirse la realización de ese tipo de pruebas 

previo a la contratación, se correría el riesgo de facilitar que las instituciones de salud, a sabiendas de la condición 

de VIH de alguno de los aspirantes, puedan negarles el trabajo, bajo otras causas que sean aparentemente ajenas a 

esa condición”.12 
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Es decir, de acuerdo con la resolución del amparo antes citado la realización de un examen de detección de VIH 

como un requisito para la contratación vulnera el principio de igualdad violentando el artículo primero 

constitucional. 

Sin embargo, en nuestro país las empresas de manera discrecional aplican dichos exámenes para negar el empleo 

incurriendo en prácticas discriminatorias, pero sin posibilidad de ser sancionadas dado que se atienen a negar el 

empleo bajo otros supuestos. 

En ese sentido, las víctimas de discriminación pueden optar por realizar una queja ante el Conapred y que ese 

mismo instituto acredite que se trata de un caso de discriminación. Sin embargo, la víctima de discriminación 

carece de medios de reparación al habérsele negado el empleo, la vivienda, el consumo en un establecimiento o 

cualquier forma que implique la violación del artículo 1o. constitucional. 

En el caso referido como el de Armando Uri, se ha logrado llevar al ámbito civil, pero se carece de medidas de 

sanción para los particulares que incurran en estos casos de discriminación. 

Contenido de la iniciativa 

Por lo antes expuesto, esta iniciativa busca establecer que la reparación de daño cuando se condene por daño moral 

en la violación de derechos humanos de igualdad, de confidencialidad, de revelación de datos personales y actos de 

discriminación por la condición de salud basados en que la persona sea portadora del virus de inmunodeficiencia 

humana; debe considerarse una agravante para dicha indemnización económica, por ser grave en la responsabilidad 

del Estado de vigilar el cumplimiento de la Constitución. 

Para ello, se propone la reforma del primer y último párrafo del artículo 1916 del Código Civil Federal , para 

incluir como agravante en la reparación del daño moral cuando se encuentre la violación de los derechos humanos 

por la condición de salud de seropositividad del virus de VIH/sida en una persona y que se vean trastocados: 

a) El derecho humano a la igualdad 

b) El derecho humano de confidencialidad 

c) El derecho humano de no revelación de información sensible 

d) El derecho humano de consentimiento informado en la detección de VIH/sida 

e) El derecho humano de no discriminación por la condición de salud para un acceso al empleo. 

Que, para un mayor entendimiento, se presenta el cuadro comparativo: 
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Derivado de las anteriores consideraciones, es que propongo la siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforma el artículo 1916 del Código Civil Federal 

Artículo 1916: Por daño moral se entiende la afectación que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, 

creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspecto físicos, o bien en la consideración que 

de sí misma tienen los demás. Se presumirá que hubo daño moral cuando se vulnere o menoscabe ilegítimamente 

la libertad o la integridad física o psíquica de las personas o se discrimine por origen étnico o nacional, el 

género, la edad, la discapacidad, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, 

el estado civil o vulnere la dignidad humana. 

Cuando un hecho u omisión ilícitos produzcan un daño moral, el responsable del mismo tendrá la obligación de 

repararlo mediante una indemnización en dinero, con independencia de que se haya causado daño material, tanto 

en responsabilidad contractual como extracontractual. Igual obligación de reparar el daño moral tendrá quien 

incurra en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1913, así como el Estado y sus servidores públicos, 

conforme a los artículos 1927 y 1928, todos ellos del presente Código. 

La acción de reparación no es transmisible a terceros por acto entre vivos y sólo pasa a los herederos de la víctima 

cuando ésta haya intentado la acción en vida. 

El monto de la indemnización lo determinará el juez tomando en cuenta los derechos lesionados, el grado de 

responsabilidad, la situación económica del responsable, y la de la víctima, así como las demás circunstancias del 

caso, considerando una causal para fijar la compensación económica cuando se determine la existencia de la 

violación de un derecho humano o un acto de discriminación por origen étnico o nacional, género, edad, 

discapacidades, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o vulneración de 

la dignidad humana. 

Cuando el daño moral haya afectado a la víctima en su decoro, honor, reputación o consideración, el juez ordenará, 

a petición de ésta y con cargo al responsable, la publicación de un extracto de la sentencia que refleje 

adecuadamente la naturaleza y alcance de la misma, a través de los medios informativos que considere 

convenientes. En los casos en que el daño derive de un acto que haya tenido difusión en los medios informativos, el 
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juez ordenará que los mismos den publicidad al extracto de la sentencia, con la misma relevancia que hubiere 

tenido la difusión original. 

Estarán sujetos a la reparación del daño moral de acuerdo con lo establecido por este ordenamiento y, por lo tanto, 

las conductas descritas se considerarán como hechos ilícitos: 

1. El que comunique a una o más personas la imputación que se hace a otra persona física o moral, de un hecho 

cierto o falso, determinado o indeterminado, que pueda causarle deshonra, descrédito, perjuicio, o exponerlo al 

desprecio de alguien; 

2. El que impute a otro un hecho determinado y calificado como delito por la ley, si este hecho es falso, o es 

inocente la persona a quien se imputa; 

3. El que presente denuncias o querellas calumniosas, entendiéndose por tales aquellas en que su autor imputa un 

delito a persona determinada, sabiendo que ésta es inocente o que aquél no se ha cometido; y 

4. Al que ofenda el honor, ataque la vida privada o la imagen propia de una persona. 

La reparación del daño moral con relación al párrafo e incisos anteriores deberá contener la obligación de la 

rectificación o respuesta de la información difundida en el mismo medio donde fue publicada y con el mismo 

espacio y la misma circulación o audiencia a que fue dirigida la información original, esto sin menoscabo de lo 

establecido en el párrafo quinto del presente artículo. 

La reproducción fiel de información no da lugar al daño moral, aun en los casos en que la información reproducida 

no sea correcta y pueda dañar el honor de alguna persona, pues no constituye una responsabilidad para el que 

difunde dicha información, siempre y cuando se cite la fuente de donde se obtuvo. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 

1 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, “ficha temática personas que viven con VIH” en 

http://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Ficha%20VIH%281%29.pdf   

2 Ibid. 

3 Organización de las Naciones Unidas, “Las personas que viven con el VIH siguen enfrentado discriminación 

laboral”, 26 de julio de 2018 en 

https://news.un.org/es/story/2018/07/1438582#:~:text=Las%20personas%20con%20VIH%20enfrentan,que%20viv

en%20con%20el%20VIH . 

4 Oficina Internacional del Trabajo, El impacto del VIH y el sida en el mundo del trabajo: estimaciones mundiales, 

2018, versión digital en 

http://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Ficha%20VIH%281%29.pdf
https://news.un.org/es/story/2018/07/1438582#:~:text=Las%20personas%20con%20VIH%20enfrentan,que%20viven%20con%20el%20VIH
https://news.un.org/es/story/2018/07/1438582#:~:text=Las%20personas%20con%20VIH%20enfrentan,que%20viven%20con%20el%20VIH


 

 
Fuente: ”http://www.diputados.gob.mx/” 

https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-dgreports/—-dcomm/—-

publ/documents/publication/wcms_630161.pdf  

5 ONU Sida, “El VIH y el estigma y la discriminación. Serie de folletos informativos sobre derechos humanos 

2021” en https://www.unaids.org/sites/default/files/media_asset/07-hiv-human-rights-factsheet-stigma-

discrmination_es.pdf  

6 Ibid. 

7 Foro “Hacia una reparación para las víctimas de discriminación” en 

https://www.youtube.com/watch?v=IWriFWQRXNQ  

8 Ibid. 

9 Ibid. 

10 Ibid. 

11 Ley Federal para prevenir y erradicar la Discriminación en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPED.pdf  

12 Hernández Cruz, Maribel, “Reseña del amparo directo”, “Suprema Corte de Justicia de la Nación 43/2018” 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/resenias_argumentativas/documento/2020-10/res-APD-0043-18.pdf  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de febrero de 2022. 

Diputada María Clemente García Moreno (rúbrica) 
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